
POSICIÓN FRENTE A LA REFORMA DEL CODIGO CIVIL 

 

Nuestro país vive momentos de particular relevancia política que hacen a su vida y 
cultura como nación. Son momentos de trascendencia histórica que debemos asumir con 
responsabilidad por su significado actual y futuro. En este contexto debemos ubicar la reforma 
del Código Civil, como marco jurídico básico que regula la vida del hombre y sus relaciones en 
la sociedad desde el inicio de su vida. Su reforma nos compromete, no podemos, por ello, 
permanecer indiferentes ni ser espectadores de decisiones que nos involucran y que requieren 
de una madura reflexión y de una amplia participación federal. No caben urgencias en temas 
de tanta trascendencia. 

El Código Civil por su carácter estable y modélico, al definir obligaciones y derechos de 
las personas e instituciones no es algo neutro, sino que a través de él se expresan doctrinas o 
corrientes de pensamiento que van a incidir en la vida de los argentinos. Junto a las necesarias 
actualizaciones que la reforma busca realizar, creemos que el nuevo Código debe tener en 
cuenta la riqueza de nuestras tradiciones jurídicas y constitucionales, como los principios y 
valores que hacen a nuestra vida e identidad. Necesariamente en un Código Civil se presentan 
opciones que definen materias e institutos que rigen y orientan la vida de una comunidad.  

Por esa razón entiendo que tanto el Código Civil actual, como el que eventualmente se 
modifique rigen la vida de todos los ciudadanos, independientemente de sus inclinaciones 
religiosas, sociales, psicologicas, etc. 

En base a esto,  su análisis merece un debate prudente y meditado que considere las 
opiniones que puedan surgir en las audiencias a realizar para enriquecer un instrumento ya rico 
en su nacimiento, modelo en otros países del mundo, y que debería distinguir la 
responsabilidad y el modo de vida de los habitantes de nuestro país 

En base a esto y valorando la familia fundada sobre el matrimonio, como relación estable 
del varón y la mujer y ámbito primero en la educación de los niños. La familia es una realidad 
con profundas raíces en el pueblo argentino y a lo largo de todo el país. Ella es una institución 
que por su riqueza e historia es un bien que es garantía para la sociedad. De allí, resulta 
fundamental crear instrumentos que aseguren la estabilidad de la misma generando el 
compromiso de quienes la integran en la búsqueda de un proyecto común de vida que este por 
encima de diferencias circunstanciales en pos de del crecimiento personal de cada integrante. 
Por esa razón cualquier elemento que facilite la rápida ruptura de un compromiso de vida, no 
hace otra cosa que favorecer conductas emocionales muchas veces inmaduras 

A partir de allí, mi postura en desacuerdo con facilidades para romper un vínculo tan 
importante como el matrimonio, institución en la que debería basarse la familia      

En otro orden, adquieren un lugar destacado y de grave responsabilidad jurídica los 
derechos del niño, sea respecto de su vida e identidad, como el justo conocimiento de sus 
derechos de filiación, paternidad y maternidad. Cuando se privilegian en estos temas los 
deseos o voluntad de los adultos, se descuidan los derechos esenciales del niño. Cuando se 
parte, en cambio, del valor único e irrepetible de la vida concebida, el adulto tiene más 
obligaciones que derechos. No todo lo que es técnicamente posible y deseado en el manejo de 
la vida es necesariamente ético y respeta su dignidad. El límite, en estos casos, es tanto un 
acto de sabiduría política como de ejemplaridad jurídica. 

 Por otra parte deseo señalar también, la necesidad del reconocimiento del comienzo de 
la vida humana desde la concepción y su necesaria protección jurídica. Debilitar este principio 
liminar es disminuir la base jurídica de un sistema y orientar, por su misma autoridad, el 
alcance de futuras leyes sobre la entidad de los embriones congelados. 

 

El Código Civil en particular regula las relaciones jurídicas de las personas en cuanto 
tales, desde el comienzo de su existencia hasta después de que ella ha finalizado, las 
relaciones de familia, y también las relaciones de orden patrimonial, tales como las 
obligaciones y los contratos, las relaciones de las personas entre sí y con las cosas de las que 
se sirven. Lo que diga y cómo lo diga no es indiferente. La ley no es una mera fotografía de lo 
que ocurre, sino una orientación de lo que se espera y desea que ocurra en esas relaciones 
interpersonales: tiene una función docente y modélica. 



Por lo tanto, el legislador no puede limitarse a constatar que algo existe en la realidad, o 
puede existir, para darle valor legal -es decir, de norma, o regla de conducta-, sin un previo 
juicio de valor. En la vida cotidiana se verifican conductas perjudiciales al bien común, que 
deben ser reprobadas y no convalidadas por el sólo hecho de que algunas personas las lleven 
a cabo. En este sentido, si bien es cierto que toda persona es digna del mayor respeto, no toda 
opinión o proposición lo es en el mismo grado. Es necesario tamizar las distintas opiniones y 
propuestas, en orden a ese bien común, que es “el bien de ese «todos nosotros», formado por 
individuos, familias y grupos intermedios que se unen en comunidad social. No es un bien que 
se busca por sí mismo, sino para las personas que forman parte de la comunidad social, y que 
sólo en ella pueden conseguir su bien realmente y de modo más eficaz”[1]. 

En Base a esto sería promisorio y muy positivo que estas audiencias constituyan una 
forma eficaz de  

  

3. EL CÓDIGO CIVIL PROYECTADO 

  

El Anteproyecto de Código Civil que se ha conocido, es sin duda el fruto del encomiable 
esfuerzo de muchas personas, que han aportado su sabiduría y experiencia en distintos temas. 

Ha sido presentado, como el fruto de muchos años de debates y trabajos jurídicos, y de la 
reflexión de los juristas y las decisiones de los jueces en el marco de la legislación hoy vigente. 
Eso es cierto en buena medida, pero no en algunos temas vinculados a la vida humana y a la 

familia.  

LA PERSONA EXISTE DESDE LA CONCEPCIÓN. 

  

Todo ser humano merece el reconocimiento de su personalidad jurídica en todas partes 
y sin distinción de condición alguna (en consonancia con el Art. 6 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos). Y sabemos, porque la ciencia así lo demuestra, que la vida humana 
comienza desde el momento de la concepción, en la que se configura un ser humano nuevo, 
único e irrepetible. Hoy día, por la técnica algunos seres humanos son concebidos fuera del 
seno materno, en laboratorios. Pero no existe ninguna diferencia ontológica entre un ser 
humano concebido dentro o fuera del seno materno. El hecho de que por decisiones de los 
padres o de los laboratorios, el desarrollo del embrión en algunos casos se detenga 
artificialmente, no altera en nada su condición de ser humano. 

La tradición jurídica nacional y el contexto constitucional a partir de 1994 obligan al 
reconocimiento pleno de la dignidad humana y la personalidad jurídica de todo ser humano sin 
distinción. Cuando con proverbial sabiduría, el Código Civil argentino proclamó que la persona 
existe “desde la concepción en el seno materno”, no excluyó la concepción extrauterina -en esa 
época imposible de imaginar-, sino que afirmó el principio esencial de que toda vida humana, 
desde el momento inicial, y sin distinción de cualidades o accidentes (art. 51 CC) es digna del 
respeto debido a una persona humana. Normas posteriores y de elevada jerarquía, como la ley 
aprobatoria de la Convención de los Derechos del Niño, confirmaron sin duda que la persona 
es tal desde la concepción, sin distinguir según ella ocurra dentro o fuera del seno materno. 

No reconocer esta igual dignidad, tal como ocurre en el Anteproyecto, significa introducir 
una discriminación injusta pues algunos seres humanos en estado embrionario son 
considerados personas -los concebidos en el seno materno, o los implantados en él-, mientras 
que a otros se les niega ese status básico -los concebidos fuera del seno materno, antes de su 
implantación-. En este último caso no queda claro cuál es el status o situación jurídica de estos 
embriones, que por tanto quedan en un estado de absoluta desprotección, abriendo la 
posibilidad de atentados contra la vida de seres humanos inocentes e indefensos. 

Comprendemos la dificultad jurídica que implica, por ejemplo, reconocer derechos 
patrimoniales y sucesorios a los embriones no implantados, pero la solución no es desconocer 
la dignidad y los derechos personalísimos que se derivan de su condición humana, sino en 
todo caso impedir -y no promover- su producción mediante una moratoria en la utilización de 
estas técnicas. Remitir la protección del embrión no implantado a una ley especial aun no 
existente, si bien abre alguna esperanza, resulta insuficiente para evitar atentados presentes o 
futuros contra la vida o dignidad de esos seres humanos, expuestos a la comercialización, 

http://www.aicaold.com.ar/docs_blanco.php?id=1994#_ftn1


industrialización o destrucción. Es inadmisible también la posibilidad de experimentación con 
los embriones no implantados. 

  

LA FAMILIA Y EL MATRIMONIO 

  

La familia fundada en el matrimonio entre un varón y una mujer, perdurable y estable, es 
el modo óptimo de crianza de los niños y de organización familiar y social. Recordando que la 
familia es anterior al Estado, éste debe apoyar y acompañar los modelos exigentes de vida en 
los que los esposos se comprometen a la fidelidad, la cohabitación, la asistencia recíproca y el 
bien de los hijos. Si el Código Civil dejase de prever tales deberes del matrimonio, la institución 
se vaciaría de contenido en desmedro de los propios esposos y del bien superior de los niños y 
su derecho a crecer y ser educados en el ámbito de una familia estable. Consideramos que 
toda reforma tiene que recoger y valorar la tradición jurídica y cultural de nuestro país que 
valora y respeta esos rasgos en el matrimonio. 

Se afirma que actualmente hay muchas formas de organización familiar, y que todas 
ellas deben ser igualmente admitidas y protegidas por la ley. Pero no cualquier forma de 
convivencia es igualmente valiosa, respetuosa de la verdad de la naturaleza humana, y de los 
derechos de la mujer y de los hijos. La ley debe proponer –como hizo siempre y en la 
perspectiva del bien común- un modelo de familia, y apoyarlo, más allá de que haya personas 
que en ejercicio de su libertad opten por otras formas de vida. Debería fomentar y no 
desalentar los proyectos de vida más estables y comprometidos. 

En ese sentido, la equiparación casi absoluta entre el matrimonio y la llamada “unión 
convivencial”, no contribuye a dignificar a aquél. Es cierto que en ocasiones la ruptura de 
uniones prolongadas perjudica a la parte más débil, generalmente la mujer, y también que 
eventualmente a ella pudo haberle faltado algún grado de libertad para vincularse de ese modo 
en lugar de celebrar un matrimonio. Pero la solución a esto es una educación adecuada de la 
responsabilidad, que prepare para asumir el compromiso público que el matrimonio significa. 
La falta de formalización del vínculo, que puede obedecer a distintas razones, no justifica que 
se desvalorice la realidad del matrimonio. 

La falacia del argumento según el cual se procura dar reconocimiento legal a las 
“diversas formas de familia", queda de manifiesto cuando se advierte que el Anteproyecto no 
reconoce en absoluto al matrimonio indisoluble caracterizado por el compromiso de fidelidad y 
de apertura al bien de los hijos, tal como la Iglesia propone a sus fieles, lo mismo que otras 
confesiones religiosas, y la ley natural lo expresa. Sólo formas débiles e inestables de familia 
son propuestas y reguladas por el Anteproyecto. 

  

LA PROTECCIÓN DE LOS NIÑOS 

  

El régimen de la paternidad, la maternidad y la filiación, así como otras instituciones 
proyectadas, generan incertidumbre en torno a la protección de los derechos de los niños. Una 
sociedad que no privilegie los derechos e intereses de los niños por sobre los de los adultos, se 
empobrece socialmente. 

La regulación de los efectos de las técnicas de fecundación artificial, lamentablemente 
legitimadas ignorando las objeciones ético-jurídicas de fondo que merecen, y sin un marco de 
control previo, privilegia un supuesto “derecho al hijo”, por sobre los derechos del hijo a la vida 
y al respeto de su intrínseca dignidad y el principio de originalidad en la transmisión de la vida 
humana. Las técnicas de fecundación artificial suponen con frecuencia mecanismos de 
selección de los embriones más aptos, con descarte de los demás. Los embriones sobrantes 
podrían ser objeto de compra y venta para experimentación o utilización en productos 
industriales. No hay mecanismos que eviten estas derivaciones injustas en el anteproyecto de 
Código Civil. 

El Anteproyecto, además, niega a los niños concebidos mediante las técnicas de 
fecundación artificial el acceso al establecimiento del vínculo filiatorio biológico, mientras que sí 
se lo permite en otras filiaciones. Se discrimina así entre categorías de hijos con más o menos 



derechos según el modo en que fueron concebidos y se conculca el derecho a la identidad de 
los niños, que no puede quedar sujeta a la voluntad de los adultos. Todos los niños tienen 
derecho a conocer a sus padres y en la medida de lo posible ser criados por ellos (Art. 7, inciso 
1, Convención Sobre los Derechos del Niño). 

En materia de adopción, no se privilegia el interés superior de los niños, que consiste en 
tener un padre y una madre unidos en matrimonio. La adopción debe tener en mira ese interés 
integral de los niños, y no el deseo de los adultos. 

  

  

NECESIDAD DE UN AMPLIO DEBATE 

  

Como ciudadano me alegro enormemente del anuncio realizado por la Señora 
Presidenta de la Nación de que el proyecto de Código Civil será sometido a un amplio debate 
antes de su aprobación. 

Por eso llamo a la reflexión a todos nuestros legisladores, la mayoría provenientes de 
familias bien constituidas  con la fortaleza para sacar adelante situaciones difíciles apoyadas en 
una legislación que generaba el compromiso de sus integrantes; a aprovechar esta oportunidad 
para aportar lo mejor de cada uno y conseguir un código que represente el pensamiento y la 
tradición de la mayoría de las familias de nuestro país.  Poniendo lo mejor de cada uno, con un 
análisis cuidadoso encontraremos una solución que corrija las desviaciones que pudieran tener 
cualquier idea individual al respecto. 

 

 


